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se aportan no proceden del mismo órgano judicial que
el que dictó el Auto impugnado en amparo. Dos son
de Audiencias Provinciales distintas de la de Barcelona
y la tercera. aunque de la misma Audiencia Provincial.
no proviene de la misma Sección que dictó la resolución
recurrida en esta sede (SSTC 134/1991, 183/1991,
86/1992).

De otra parte, en relación con el principio de igualdad,
denuncian también las demandantes de amparo que el
Auto impugnado realiza una discriminatoria aplicación
de la legalidad, estando basada su queja en que mientras
el órgano judicial accedió a la petición de los actores
de acordar las medidas cautelares bajo la prestación
de fianza, denegó a las demandadas y ahora recurrentes
su derecho a prestar fianza para liberarse de las con­
secuencias lesivas de tales medidas. Sin embargo, en
su alegato las actoras tampoco aportan dato alguno que
permita concluir que la decisión judicial recurrida intro­
dujo un trato discriminatorio basado en razones de naci­
miento. raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra con­
dición o circunstancia personal o social. como prescribe
el art. 14 C.E. En realidad. la argumentación aducida
se centra en el pretendido carácter irrazonable y arb~

trario del Auto que deniega la fianza sustitutoria de las
medidas cautelares. Así. pues, en rigor la vulneración
alegada se refiere. también aquí, a la vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva del arto 24.1 C.E..
con lo que para su enjuiciamiento deben darse por repro­
ducidos los razonamientos vertidos en los fundamentos
jurídicos precedentes y. a partir de ellos. debe llegarse
a la misma conclusión desestimatoria. incluido el rechazo
del carácter arbitrario o inmotivado de la solución dada
a la petición de fijar una fianza sustitutoria de la medida
cautelar.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.

Publíquese esta· Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

19045 Sala Segunda. Sentencia 219/1994, de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
2.572/1991. Ayuntamiento de Montijo (Ba­
dajoz) contra Auto de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura,' recaído en incidente
de ejecución de Sentencia dictada en el recur­
so contencioso-administrativo sobre adjudica­
ción de plaza convocada por el citado Ayun­
tamiento. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: ejecución de las Sentencias
en sus propios términos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente, don Euge­
nio Díaz Eimil, don José Gabaldón López. don Julio Diego

González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.572/91. promovido
por el Ayuntamiento de Montijo, representado por el
Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel, contra el
Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, de 6 de
noviembre de 1991, recaído en incidente de ejecución
de Sentencia dictada en el recurso cóntencioso-admi­
nistrativo núm. 368/89. sobre adjudicación de plaza con­
vocada por el citado Ayuntamiento. Ha sido parte el
Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado señor
Gabaldón López, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Con fecha 19 de diciembre de 1991 tuvo entrada
en este Tribunal un escrito por el que don Ramiro Rey­
nolds de Miguel. Procurador de los Tribunales y del Ayun­
tamiento de Montijo (Badajoz). interpuso recurso de
amparo contra el Auto de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extre­
madura, de 6 de noviembre de 1991, recaído en el inci­
dente de ejecución de Sentencia dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 368/89, y ello por vul­
neración del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.).

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

al Por Sentencia de 18 de julio de 1990, la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de Extrema­
dura estimó el recurso núm. 368/89 interpuesto por
doña Josefa Alvarez Rodríguez contra determinadas
Resoluciones del Ayuntamiento de Montijo, «declarando
el derecho de la recurrente a que por el Tribunal cali­
ficador se valoren y califiquen las pruebas efectuadas
por la actora y se incluyan en el Acta y en el supuesto
de obtener la mejor puntuación se efectúe la propuesta
de nombramiento a su favor de la plaza a que opositaba
con todas las consecuencias económico-administrativas
que procedan», sin hacer, por lo demás. especial decla­
ración a los efectos del pago de las costas.

b) El Pleno del Ayuntamiento decidió ejecutar la
Sentencia de conformidad con los términos expresados
en su parte dispositiva, a resultas de lo cual, reunido
el Tribunal calificador y dada la superior puntuación
alcanzada por la se.ñora Alvarez Rodríguez, la Alcaldía
ordenó que se formalizara con ella el contrato.

cl Sin embargo, la señora Alvarez Rodríguez no com­
pareció en plazo para esa formalización. limitándose a
presentar un escrito en el que, alegando que el contrato
de trabajo ya no le interesaba, solicitaba se sustituyera
el mismo por una indemnización en concepto de per­
juicios.

La Alcaldía no accedió a ello. procediendo al archivo
del expediente y declarando decaída en sus derechos
a la recurrente.

d) Planteado por la recurrente incidente de ejecu­
ción, solicitando que se sustituyera el fallo de la Sen­
tencia, el Auto que 'ahora se impugna .accedió a ello,
acordando la sustitución del fallo de la Sentencia por
el abono a la recurrente de la cantidad resultante de
los haberes netos dejados de percibir.

e) Interpuesto por el Ayuntamiento de Montijo
recurso de súplica, alegando la vulneración del arto 24.1



BOE núm. 197. Suplemento Jueves 18 agosto 1994 57

C.E.. la Sala dictó nuevo Auto de 28 de noviembre de
1991 desestimatorio del recurso y confirmatorio del cri­
terio del Auto recurrido.

3. En la demanda de amparo la representación acto­
ra alega que la Sala de lo Contencioso-Admini,:cativo
del T.S.J. de Extremadura ha vulnerado el art. 24.1 C.E.,
pues ha alterado el contenido del fallo de la Sentencia
que previamente dictara sin que concurriera C8",9 Dara
ello, ya que la Sentencia no sólo no era inejecutabie
(arts. 106 ss. L.J.CA), sino que había sido ejecutada
en su integridad, no habiéndose formalizado el contrato
de trabajo sencillamente porque a la recurrente ya no
le Interesaba al haber encontrado otro trabajo.

. Se concluye en la demanda afirmando que, dada la
reiterada doctrina del T.C. de que el derecho contenido
en el art. 24.1 C.E. implica la ejecución de las Sentencias
judiciales en sus propios términos, debiendo los Tribu­
nales contencioso-administrativos adoptar las medidas
oportunas para el estricto cumplimiento del fallo sin alte­
rar el contenido y el sentido del mismo, procede, en
consecuenCia, otorgar el amparo solicitado y, por tanto,
declarar la nulidad del Auto impugnado, por haber deter­
mlnado.la Indebida alteración del contenido de una sen­
tencia que, además, ya se había ejecutado.

4. Mediante providencia de 23 de marzo de 1992,
la Sección Tercera acordó admitir a trámite la demanda
de amparo promovida por el Ayuntamiento recurrente
y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Extremadura para que en el tér­
mino de diez días remitiera certificación o fotocopia adve­
rada de las actuaciones correspondientes al recurso con­
tencioso-administrativo núm. 368/79, interesando el
emplazamiento de cuantos hubieran sido parte en el
procedimiento, excepto la corporación recurrente en
amparo, para que en el plazo de diez días pudieran com­
parecer en este proceso constitucional.

5. Recibidas las actuaciones, la Sección Cuarta dictó
providencia 'el 14 de mayo de 1992, acordando acusar
recibo al Tribunal Superior de Justicia de Extremadura
y dar vista de las mismas a la parte recurrente y al Minis:
terro Fiscal por plazo común de veinte días, a fin de
que presentaran las alegaciones que estimaron pertinen­
tes conforme determina el art. 52.1 LOTC.

6. .El día 28 de mayo de. 1992, tuvo entrllda en
el Registro General de este Trrbunal el escrito de ale­
gaciones formulado por la representación procesal del
Ayuntamiento de Montijo, en el que se daban por repro­
dUCidos los antecedentes, y fundamentación jurídica de
la demanda de amparo, y terminaba suplicando a la Sala
el que dictase Sentencia de conformidad con lo inte­
resado en el escrito de demanda.
,,7. El. Ministerio Fiscal formuló sus alega'ciones el",a 4 de JUniO de 1992. En su escrito, tras exponer cual

era el objeto de la impugnación, y los antecedentes fác­
tiCOS del recurso, recordó la doctrina de este Tribunal
Constitucional en materia de ejecución de Sentencias,
Citando las SSTC 32/1982, y 167/1987. Señaló esta
parte que no nos hallamos, en el presente caso, ante
la ejecución de lo ordenado en la Sentencia, sino de
lo acordado en un Auto posterior, en un incidente de
ejecución, consistente en una prestación económica sus­
titutoria, para atender a la circunstancia sobrevenida de
la imposibilidad de ejecutarla, haciendo expresa referen­
cia al art. 107 L.J.C.A., que contempla la imposibilidad
legal o materral de cumplir el fallo. Recuerda la doctrina
de este Tribunal acerca de que los Tribunales deben
resolver las cuestiones que surjan en la ejecución de
sus dpcisiones, siempre que sean «razonablemente cohe­
rente,;,. con lo que se decidió en el pleito, y que lo que
no pt;·ccce hacer es «resolver cuestiones que no hayan

sido abordadas ni decididas en el fallo, o con los que
no queda una inmediata o directa relación de causalidad»
(SSTC 167/1987, 124/1987y 148/1989),

Continúa el M¡nisterio Público refiriendo que la cues­
tión esencial en el presente caso consiste en determinar
si lo decidido en el Auto impugnado guarda' relación
inmediata y directa con el objeto del recurso. En principio
puede admitirse que existe esta relación, pues nos halla­
mos ante ese resarcimiento económico por imposibilidad
de cumplir el fallo. Sin embargo, surge la duda acerca
de si se da el presupuesto del que parte el Auto, esto
es, la imposibilidad 18gal de cumplimiento de lo acor­
dado. Podía pensarse que la cuestión planteada es de
legalidad ordinaria; no obstante, al haberse invocado la
infracción del derecho a la tutela judicial efectiva procede
enjuiciar el asunto desde este punto de vista, y de lo
actuado no se deduce que existe una imposibilidad mate­
rial ni jurídica en la ejecución de la Sentencia, sino úni­
camente, falta de conveniencia en la beneficiaria. Ade­
más, en el Auto se señala como compensación econó­
mica sustitutoria lo que, en realidad, fueron los haberes
dejados de'percibir por el ilegal comportamiento de la
Corporación, esto es, lo que dejó de percibir la entonces
demandante, por no convenir la formalización del con­
trato. Afirma que ello constituye una contradicción, tanto
si se atiende al concepto indemnizatorio como al momen­
to a partir del cual se computa la indemnización. Con­
cluye esta parte afirmando que si lo que se indemniza
es el lucro cesante, la Sala se aparta del objeto de la
litis y del fallo pronunciado; y en este sentido no puede
hablarse de algo «razonablemente coherente». Ello supo­
ne un quebrantamiento de los efectos de la cosa juzgada,
del principio de seguridad jurídica, y del derecho a la
tutela judicial efectiva, por lo que termina solicitando
la estimación del recurso en los términos interesados
por la Corporación recurrente.

8. La Sección Tercera, por providencia de 23 de
marzo de 1992, acordó, de una parte, admitir a trámite
la demanda, y de otra formar la oportuna pieza para
la tramitación del incidente sobre suspensión conforme
determina el art. 56 de la LOTC, concediendo un plazo
común de tres días a la entidad solicitante de amparo
y al Ministerio Fiscal para que formulasen las alegaciones
que estimasen procedentes sobre dicha suspensión.

La representación actora, en escrito presentado el
2 de abril de 1992, reiteró su petición de suspensión
por cuanto, en caso contrario, se vería obligada a cumplir
con una obligación distinta de la contenida en la Sen­
tencia, como es la de indemnizar, sin perjuicio de que,
de prosperar el recurso de amparo, tendría que devol­
verse la cuantía de indemnización, obligando así al Ayun­
tamiento a incoar un procedimiento para su recupera­
ción. Y junto a ello -se añade- la suspensión interesada
no supondría perturbación grave de los intereses gene­
rales, ni de los derechos fundamentales o libertades
públicas de terceros.

El Ministerio Fiscal. en escrito presentado el mismo
día 2 de abril. se opuso a la suspensión de la resolución
objeto del recurso de amparo, dado que tratándose de
resoluciones judiciales, el criterio general es el de la no
suspensión, máxime cuando la condena posee exclu­
sivamente efectos económicos. Procede, en consecuen­
cia, no acordar la suspensión, sin perjuicio del afian­
zamiento de la devolución de haberes, en caso de que
resulte procedente.

9. Por Auto de 22 de abril de 1992, la Sala Segunda
de conformidad con lo dispuesto en el art. 56 LOTC
que autoriza la suspensión del acto impugnado en ampa­
ro cuando la ejecución pueda ocasionar un perjuicio que
haría perder al recurso de amparo su finalidad, y autoriza
a denegar la suspensión cuando de ella pudiera seguirse
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perturbación grave de los intereses generales o de los
derechos fundamentales o libertades públicas de un ter­
cero. acordó no acceder a la suspensión solicitada.

Se razonaba que en el presente caso. la resolución
judicial frente a la que se impetra el amparo impone
al Ayuntamiento el abono. en concepto de indemniza­
ción, de una determinada cantidad. lo que descarta radi­
calmente que el recurso pudiera perder su finalidad de
no acordarse la suspensión de la ejecución, pues. en
el supuesto de estimarse y concederse el amparo. no
habría perjuicio irreparable habida cuenta de que se tra­
taría de obtener el reintegro o devolución de una suma
dineraria.

No obstante. atendiendo a lo indicado por el Minis­
terio Fiscal, se consideró conveniente. a fin de garantizar
un eventual resarcimiento a la entidad solicitante de
amparo, que la ejecución de la resolución judicial impug­
nada quedara condicionada a que por la beneficiaria de
la misma se prestara avalo caución suficiente para ase­
gurar. en su caso. la devolución de lo percibido. en los
términos que el órgano encargado de la ejecución esti-
mara necesarios. •

10. Por providencia de 14 de julio de 1994, se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia.
el día 18 del mismo mes.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se trata en este recurso de determinar si el Auto
de la Sala de lo Cantencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Extremadura de 6 de noviembre
de 1991 ha lesionado el derecho fundamental recono­
cido en el art. 24.1 de la Constitución, por apartarse
del contenido del fallo de la Sentencia de la misma Sala.
de 18 de junio de 1990. en la ejecución de la cual
se dictó dicho Auto. En esta resolución se acordó que
el Ayuntamiento recurrente abonase, por vía sustitutoria,
a la interesada las cantidades dejadas de percibir como
consecuencia de la no ocupación de la plaza de Auxiliar
administrativo a la que. según la Sentencia ejecutada.
tenía derecho.

Sostiene la Corporación recurrente que el citado Auto
de 6 de noviembre de 1991. al introducir en la ejecución
una cuestión nueva no contenida en el fallo de la Sen­
tencia. ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva
en su aspecto de derecho a que se ejecuten las reso­
luciones firmes en sus propios términos.

2. Este Tribunal ha venido señalando que el derecho
a la ejecución de las Sentencias «en sus propios tér­
minos» forma parte del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva (SSTC 148/1989. 152/1990). Es decir.
que se trata de un derecho fundamental al cumplimiento
de los mandatos que la Sentencia contiene. la realización
de los derechos reconocidos en la misma o a la impo­
sición incluso forzosa del cumplimiento de las obliga-

. ciones en las que condena. El derecho fundamental se
satisface. también en esta vertiente ejecutiva. con una
resolución de fondo razonada y fundada en Derecho
sobre la pretensión ejecutiva formulada por la parte. cual­
quiera que sea su signo (STC 205/1987). Asimismo
hemos señalado en numerosas ocasiones que el obli­
gado cumplimiento de lo acordado 'por los Jueces y Tri­
bunales en el ejercicio de la potestad jurisdiccional se
configura como un derecho de carácter subjetivo incor­
porado al contenido del art. 24.1 C.E. y que los propios
Tribunales no pueden apartarse sin causa justificada de
lo previsto en el fallo de la Sentencia que debe ejecutarse
(entre otras. SSTC 32/1982. fundamento jurídico 2.°;
15/1986. fundamento jurídico 3.°; 118/1986. funda­
mento jurídico 4.°1; 148/1989. fundamento jurídico 2.°;
16/1991, fundamento jurídico 1.°). Por otra parte. dado
que la ejecución forma parte de la potestad jurisdiccional

(art. 117.3 CE) y que, por tanto. son los propios Jueces
y Trihunales los que deben resolver si sus decisiones
se han cumplido correctamente. la intervención del Tri­
bunal Constitucional ante supuestos en los que se invoca
la vulneración del arto 24.1 C.E. por presunta inejecución
total o parcial de lo fallado queda limitada a corregir
y reparar las eventuales lesiones del derecho a la tutela
judicial que tengan su origen en la pasividad o desfa­
lIecirnlento de los órganos judiciales para adoptar las
medidas necesarias que aseguren el cumplimiento de
sus propios fallos (SSTC 167/1987. fundamento jurídico
2.°; 148/1989. fundamento jurídico 3.°). si bien debe
tenerse en cuenta que. en todo caso, con ocasión de
los incidentes de ejecución no es posible resolver cues­
tiones que no hayan sido abordadas ni decididas en el
fallo o con las que éste no guarde una inmediata o directa
relación de causalidad, pues, de otro modo. no sólo se
vulnerarían las normas legales que regulan la ejecución
sino que podría resultar menoscabado. asimismo. el dere­
cho a la tutela judicial efectiva de las otras partes pro­
cesales o de terceros (SSTC 125/1987. fundamentos
jurídicos 4.° y 5.°; 167/1987. fundamento jurídico 2.°;
215/1988, fundamento jurídico 3.°; 148/1989. funda­
mento jurídico 4.°).

En el presente supuesto. la cuestión consiste en la
ejecución de una Sentencia que había declarado el dere­
cho de la entonces recurrente a que se valorasen de
nuevo las pruebas selectivas para el acceso a una plaza
de Auxiliar administrativo y. de resultar mejor puntua­
ción, se le otorgase la plaza; y el Auto impugnado. dictado
en incidente de la ejecución. acordó en su lugar una
indemnización equivalente al plazo del nombramiento.
La Corporación solicitante de amparo entiende que la
ejecución de la Sentencia en sus propios términos habría
de consistir en la formalización del contrato de auxiliar
administrativo durante seis meses; la concesión. por la
resolución judicial impugnada. de una indemnización,
habría transformado el contenido de la condena al con­
vertir la asignación de una plaza temporal en una com­
pensación económica.

3. Es cuestión a resolver previamente la de si la
Corporación. habiendo sido condenada en el proceso
contencioso-administrativo, puede invocar la vulneración
del derecho fundamental a la ejecución de las Senten­
cias, puesto que quien lo alega es precisamente la parte
sobre'la que recae la condena y' obligada por tanto a
su cumplimiento.

El derecho a que la Sentencia se ejecute en su propios
términos tiene un carácter objetivo en cuanto se refiere
precisamente al cumplimiento del fallo sin alteración y
no permite por tanto suprimir, modificar o agregar a
su contenido excepciones o cargas que no puedan repu­
tarse comprendidas en él. En consecuencia, la ejecución
ha de consistir precisamente en. lo establecido y previsto
en el fallo y constituye. junto al derecho del favorecido
a exigir su cumplimiento total e inalterado. el del con­
denado a que no se desvirtúe, se amplíe o se sustituya
por otro. Cualquier alteración debe obedecer a causa
prevista en la Ley, como lo es la imposibilidad legal o
material de ejecución.

4. Procede. pues, determinar si la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo al resolver el incidente suscitado
en la ejecución, modificó los términos del fallo de la
Sentencia: Esta había estimado el recurso entablado con­
tra las resoluciones del Ayuntamiento que denegaron
la solicitud de que se revisase la calificación final otor­
gada en las pruebas selectivas para una plaza de Auxiliar
de Secretaría, resolviendo anular las resoluciones impug­
nadas y «declarando el derecho de la recurrente 3 que
por el Tribunal calificador se valoren y califiquen las prue­
bas efectuadas por la actora y se incluyan en ei Acta,
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yen el supuesto de obtener mejor puntuación se efectúe
la propuesta de nombramiento a su favor de la plaza
a que opositaba. con todas las consecuencias econó­
mico-administrativas que proceden...».

Acordada por el Pleno del Ayuntamiento la ejecución.
y una vez requerida la recurrente para que formalizase
el correspondiente contrato laboral. aquélla. en vista de
que para ello habría debido renunciar a otro empleo.
solicitó la sustitución de la formalización de aquél por
una indemnización en metálico equivalente a los emo­
lumentos netos que habría percibido durante su dura­
ción. Y esto fue lo acordado por la Sala en el Auto recurri­
do por entender que. habiéndose declarado ilegal la eli­
minación de la actora. que en consecuencia obtuvo otro
empleo sin renunciar al derecho declarado en la Sen­
tencia. sufrió así un perjuicio equivalente a las cantidades
netas dejadas de percibir por la no ocupación de la plaza
hasta el día en que obtuvo otro empleo y en esa suma
debía ser indemnizada según el art. 107 y siguientes
de la Ley de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

5. Es decir. que el Auto impugnado. sin otra causa
que la del perjuicio económico que se dice sufrido. trans­
formó el derecho al nombramiento para la plaza en una
indemnización por vía de responsabilidad patrimonial en
concepto de «lucro cesante». resolviendo así una cues­
tión planteada por primera vez en el incidente de eje­
cución. Tal decisión supone un apartamiento de los
estrictos términos de la Sentencia y no como conse­
cuencia de la negativa o imposibilidad de su cumpli­
miento. puesto que éste se acordó a petición de la propia
interesada. a quien ya no convenía la ocupación de la
plaza. sin que el daño y sus circunstancias hubieran sido
debatidas en el proceso. Es evidente que. tanto desde
el punto de vista de su contenido como de la propia
naturaleza del derecho otorgado en la Sentencia y el
acordado en el Auto. los términos del fallo resultan sus­
tancialmente alterados por esta resolución en cuanto
otorga algo sustancialmente distinto a lo que resolvió
el fallo ejecutado.

No resulta. pues. admisible la justificación ofrecida
por la Sala de lo Contencioso para modificar su decisión.
La opción de la interesada por otro puesto no implica
una imposibilidad material ni jurídica para la ejecución
del fallo que es a lo que se refieren los arts. 107 L.J.CA.
y 18.2 L.O.P.J. para permitir una indemnización susti­
tutoria de la ejecución en los propios términos del fallo.
sino simplemente la conveniencia de la beneficiaria. La
sustitución de la obligación. cuyo cumplimiento había
ya dispuesto al Ayuntamiento ahora actor. consistente
en la asignación temporal de la plaza a la interesada.
por una indemnización de los daños y perjuicios cau­
sados como consecuencia del lucro cesante debido a
la no posesión en su momento. supone pues una clara
alteración de los términos de la resolución no justificada
por una situación de imposibilidad legal o material sobre­
venida y excepcional.

A falta. pues. de un motivo legal o de unas circuns­
tancias excepcionales que justificaran la sustitución del
mandato de ocupar la plaza por la indemnización acor­
dada ésta supone una modificación de los términos del
fallo y. en consecuencia. una vulneración del derecho
del Ayuntamiento a que aquél fuera cumplido en sus
propios términos. lo que determina la estimaéión de este
recurso y el otorgamiento del amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

1.0 Reconocer ell;lerecho del Ayuntamiento de Mon­
tija a la tutela judicial efectiva sin indefensión. y a que.
por tanto la ejecución de la Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura de 18 de julio de 1990. pro­
nunciada en el recurso contencioso-administrativo núm.
368/89. tenga lugar en sus propios términos. .

2.0 Restablecer a la Corporación recurrente en la
integridad de su derecho. y para ello declarar la nulidad
de las Autos de la referida Sala. de 6 de noviembre
de 1991 y de 28 de noviembre de 1991. dictados en
incidente de ejecución.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos y Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

19046 Sala Segunda. Sentencia 220/1994. de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
226/1992. Contra providencia del Juzgado
de lo Social núm. 25 de Barcelona dictada
en autos sobre despido. Satisfacción extrapro­
cesal de la pretensión.

La Sala Segundll del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don José Gabaldón López. don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magis­
trados. ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 226/92 promovido
por don Alberto Martínez López. representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Carlos lbáñez de la Cadi­
niere y asistido del Letrado don Mariano Santos Bravo
Dotor. contra la providencia del Juzgado de lo Social
núm. 25 de Barcelona. de 22 de noviembre de 1991.
dictada en autos sobre despido. Ha sido parte el Minis­
terio Fiscal y Ponente el Magistrado don José Gabaldón
López. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 27
de enero de 1992 el Procurador de los Tribunales don
Carlos lbáñez de la Cadiniere. en nombre y represen­
tación de don Alberto Martínez López. interpuso recurso
de amparo contra la providencia dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 25 de Barcelona el 22 de noviembre
de 1991.

2. La demanda se basa. en síntesis. en los siguiehtes
hechos:

al El día 8 de octubre de 1991 el ahora recurrente
formuló demanda por despido y. turnada al Juzgado de
lo Social núm. 25 de Barcelona. en providencia de 17
de octubre de 1991 acordó. al no acompañarse cer­
tificación del acto de conciliación ante el C.MAC.• admi­
tirla provisionalmente a trámite. advirtiendo al deman­
dante «que deberá acreditar la celebración o intento del


